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DEL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA. El artículo 14 de la Constitución Política, consagra el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, que no es otra cosa que el respeto que el Estado y la sociedad deben guardar en relación con las notas distintivas del carácter de cada persona, sin que aquélla se limite a la facultad del individuo de ser sujeto de derechos y obligaciones, sino que comprende una serie de atributos de la personalidad, entre los que se encuentra el “nombre” en sus connotaciones de: (i) derecho fundamental inherente a todas las personas por el solo hecho de su existencia, (ii) signo distintivo que revela la personalidad del individuo (iii) institución de policía que permite la identificación y evita la confusión de personalidades
.
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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiséis de septiembre de dos mil dieciséis
Acta N° __ de 26 de septiembre de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la acción de tutela instaurada por ANGIE DAHIANA GONZÁLEZ GARCÍA contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL.
ANTECEDENTES

Informa la señora González García que cumplió la mayoría de edad el 18 de noviembre de 2015; que realizó el trámite pertinente para obtener la cédula de ciudadanía el día 3 de diciembre de igual año y a la fecha no le ha sido entregado, por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, el documento de identidad, omisión que le ha causado dificultades para su desempeño profesional y la entrega de los auxilios a que tiene derecho como integrante del programa “Jóvenes en Acción” del Departamento para la Prosperidad Social.
Es por todo lo anterior que reclama la protección de sus derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, a la educación, libre escogencia de actividad profesional, a la igualdad y al trabajo y como consecuencia de dicha aspiración, pretende que se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que le sea entregado su documento de identificación, sin más dilaciones.

TRÁMITE IMPARTIDO

Mediante auto de fecha 14 de septiembre del año que corre se admitió la acción y se  concedió a la entidad accionada el término de dos (2) días, para efectos de que ejercieran su derecho de defensa, lapso del cual hizo uso precisando que el proceso de producción del documento de identidad de la señora González García había concluido y se procedería con su remisión a la Registraduría Municipal del Estado Civil de Cuba –Risaralda.  Dicha información le fue comunicada a la tutelante a través del oficio No AT-2276 del 16 de septiembre de 2016, visible a folio 15 del expediente.
Según constancia que obra a folio 16 de esta actuación, el documento de identidad de la demandante se encuentra listo para su entrega en la Sede de la Registraduría de Cuba, dicha información  fue confirmada por la interesada.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

EL PROBLEMA JURÍDICO
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:
¿La falta de expedición de la cédula de ciudadanía vulnera el derecho fundamental al reconocimiento de su personalidad jurídica?

Antes de abordar la solución al problema jurídico planteado, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. DEL ANÁLISIS DE DERECHOS NO INVOCADOS POR LOS ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"En cuanto a los derechos invocados, la informalidad de la tutela y la necesidad de pronta resolución son características, suficientemente escudriñadas por la doctrina constitucional, que impiden exigir al solicitante un mínimo de conocimientos jurídicos, menos todavía si se pretende que haga encajar sus circunstancias, con absoluta precisión, en el articulado de la Carta Política. 



"Por ello, si el juez encuentra afectados derechos no invocados por el petente, no sólo puede sino que debe referirse a ellos en su sentencia y decidir lo pertinente, impartiendo las órdenes necesarias para su cabal y plena defensa. De tal empeño depende la eficacia de la acción y el consiguiente imperio de los mandatos constitucionales. 



"El juez, especialmente en materia de tutela, tiene a su cargo un papel activo, independiente, que implica la búsqueda de la verdad y de la razón, y que riñe con la estática e indolente posición de quien se limita a encontrar cualquier defecto en la forma de la demanda para negar el amparo que de él se impetra". 
 
2. DEL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA.
El artículo 14 de la Constitución Política, consagra el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, que no es otra cosa que el respeto que el Estado y la sociedad deben guardar en relación con las notas distintivas del carácter de cada persona, sin que aquélla se limite a la facultad del individuo de ser sujeto de derechos y obligaciones, sino que comprende una serie de atributos de la personalidad, entre los que se encuentra el “nombre” en sus connotaciones de: (i) derecho fundamental inherente a todas las personas por el solo hecho de su existencia, (ii) signo distintivo que revela la personalidad del individuo (iii) institución de policía que permite la identificación y evita la confusión de personalidades
.
Ahora, frente a la tardanza del ente encargado en la expedición de documentos de identificación, como lo son la tarjeta de identidad y la cédula de ciudanía, la Corte Constitucional ha precisado:
“La Registraduria Nacional del Estado Civil vulnera el derecho fundamental de los desplazados al reconocimiento de la personalidad jurídica, cuando retarda la expedición de sus documentos de identidad o sus duplicado pretextanto problemas de orden administrativo, amparándose para ello en la entrega de una contraseña que, como bien se sabe no cumple las funciones atribuidas constitucionalmente a la cédula de ciudadanía.  Lo anterior, en razón de que la población desplazada se encuentra en situación de indefensión y vulnerabilidad y, por lo tanto, demanda una atención urgente a sus necesidades por parte de todo el aparato estatal”.
3. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política,  se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

4. CASO CONCRETO.

Si bien inicialmente la señora González García reclama la protección de sus derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, a la educación, libre escogencia de actividad profesional a la igualdad y al trabajo, lo cierto es que tanto del líbelo inicial como de la pretensión de la acción se extrae sin lugar a dudas que la supuesta omisión de la Registraduría Nacional del Estado Civil en torno a la expedición de su documento de identificación, afectaría el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica de la cual es titular, de allí lo expuesto con precedencia.
No obstante, innecesario resultaría en este momento hacer un análisis de la vulneración de tal garantía por parte de la llamada a juicio, cuando es claro, de acuerdo con la constancia que se advierte a folio 14 del expediente, que la cédula de ciudadanía No 1.225.089.954 se encuentra lista para ser entregada a su titular, en la Registraduría Municipal del Estado Civil de Cuba, situación de la cual es conocedora la señora González García.

Así las cosas, como quiera que ahora depende de la actuación de la tutelante, en tanto que sólo a ella le corresponde reclamar el referido documento, es claro que ha desaparecido el objeto de la acción de tutela, situación que obliga a la Sala a declarar improcedente la presente acción, por carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que la originó.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.

TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Integrantes de la Sala
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-152 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía.


� Corte Constitucional. Sentencia T-463/96, MP: José Gregorio Hernández Galindo


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-152 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía.
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